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DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / IMPROCEDENCIA. [P]ara cuando se promovió este libelo, lo relacionado con el rechazo de la demanda popular se encontraba en pleno trámite, ya que se surtía la notificación del auto que la rechazó y, por tanto, su ejecutoria, con lo que el reclamo se torna abiertamente improcedente, pues la decisión admitía, por lo menos, el recurso de reposición, sin que sea aceptable en este escenario soslayar el uso del mecanismo ordinario de defensa judicial, tal como se reseña en el numeral 1° del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991, como tampoco invadir el campo natural en el que, se repite, previa utilización del idóneo medio de defensa con el que se cuenta, debe ventilarse la protesta que dio lugar a este trámite. Solo a partir de la posición que se adopte, podría examinarse, por vía constitucional, si se vulneró o amenazó algún derecho fundamental. No sobra recordar que si bien, en torno al  agotamiento de recursos o la inmediatez, esta Sala, siguiendo el reiterado criterio de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, varió su posición y ha venido dando por superados esos requisitos de procedibilidad, cuando se observa una protuberante irregularidad, en este específico caso la situación es diferente, porque más allá de lo que se avizora en torno al requisito relacionado con la dirección electrónica de la parte demandada, que sí aparece registrada en la demanda (página 2, disco compacto de folio 8, Archivo AC. POPULAR 2017-00173 CUADERNO 1), y sin que se hubiese explicado por qué no se considera suficiente, lo cierto es que la inadmisión y posterior rechazo también tuvieron asiento en la falta de suministro de la dirección en que el mismo demandante recibiría notificaciones personales, pues, para el Juzgado es insuficiente que se indique como tal, la sede del despacho judicial y ninguna otra, física o virtual, posición que, para esta colegiatura, es razonable y no raya con lo absurdo o arbitrario. De manera que, la protesta sobre ese particular debe darse dentro del escenario natural, en lugar de acudir de manera directa a esta vía residual y subsidiaria; por ello, la cuestión deviene improcedente. 
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Acta N° 555 de octubre 23 de 2017
Decide la Sala la acción de tutela iniciada por Mateo Mesa contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda y el agente del Ministerio Público.
ANTECEDENTES

Mateo Mesa, quien actúa en su propio nombre, demanda al Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, por la violación de los derechos fundamentales que cita como “art. 13 CN, art 18 ley 472/98”, para lo cual explica que presentó la acción popular radicada con el número “2017-173”, que fue rechazada y se olvida que cumple con lo que le ordena el artículo 18 de la Ley especial 472 de 1998; no se pueden hacer exigencias más allá de las prevenidas en dicha normativa.
Pide que se ordene admitir de manera inmediata dicha demanda, al cumplir con los requisitos legales.
El juzgado hizo alusión a que previa definición de un conflicto de competencia, se inadmitió la demanda con auto del 25 de septiembre, para que se aportaran las direcciones física del actor y electrónica de la parte demandada, para efectos de notificaciones; como no se corrigió, se procedió al rechazo del libelo con auto que se encuentra en ejecutoria, sin que el interesado hubiese presentado recurso alguno; a la vez, remitió las copias solicitadas.
La Procuraduría Regional Risaralda, manifestó que la intervención de la agencia está orientada, como órgano de control, a la defensa de los derechos e intereses colectivos.  

CONSIDERACIONES

Se recuerda que la acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

  



Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos arriba anunciados bajo la premisa de que el Juzgado rechazó la acción popular que promovió con exigencias no previstas por la Ley 472 de 1998.

  



Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. 
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
Adicionalmente, la misma Corporación se ha encargado de precisar y reiterar, que la subsidiariedad puede darse en dos casos: cuando el proceso ya ha terminado, evento en el cual se debe analizar si se hizo uso de todos los mecanismos de defensa con que se contaba, para no revivir términos precluidos o convertir la acción de tutela en una instancia más; y cuando el proceso aún se encuentra en trámite
, pues, por regla general, en este evento es improcedente la acción en vista de que no puede el juez constitucional suplir al ordinario, siempre que se inadvierta la incursión en un perjuicio irremediable. 

   



Descendiendo al caso que nos ocupa, se tiene que:

  



1. Con auto del 25 de septiembre de 2017 el Juzgado, luego de dirimirse un conflicto de competencia para el conocimiento del asunto, inadmitió la demanda con el fin de que se indicara la dirección física del demandante y se suministrara la dirección electrónica de la entidad demandada, para efectos de notificaciones personales; con tal fin, le concedió el término de 3 días (página 16, disco compacto de folio 8, Archivo AC. POPULAR 2017-00173 CUADERNO 1).

 



2. Luego, previa constancia acerca del silencio del interesado en tal sentido, con auto del 3 de octubre, rechazó la acción que fue notificada por estado al día siguiente. (página 17, disco compacto de folio 8, Archivo AC. POPULAR 2017-00173 CUADERNO 1).
  
3.
El día 4 de octubre de 2017, se presentó esta acción popular (f. 3).

    



Es evidente, entonces, que para cuando se promovió este libelo, lo relacionado con el rechazo de la demanda popular se encontraba en pleno trámite, ya que se surtía la notificación del auto que la rechazó y, por tanto, su ejecutoria, con lo que el reclamo se torna abiertamente improcedente, pues la decisión admitía, por lo menos, el recurso de reposición, sin que sea aceptable en este escenario soslayar el uso del mecanismo ordinario de defensa judicial, tal como se reseña en el numeral 1° del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991, como tampoco invadir el campo natural en el que, se repite, previa utilización del idóneo medio de defensa con el que se cuenta, debe ventilarse la protesta que dio lugar a este trámite. Solo a partir de la posición que se adopte, podría examinarse, por vía constitucional, si se vulneró o amenazó algún derecho fundamental. 

 



No sobra recordar que si bien, en torno al  agotamiento de recursos o la inmediatez, esta Sala, siguiendo el reiterado criterio de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, varió su posición y ha venido dando por superados esos requisitos de procedibilidad, cuando se observa una protuberante irregularidad, en este específico caso la situación es diferente, porque más allá de lo que se avizora en torno al requisito relacionado con la dirección electrónica de la parte demandada, que sí aparece registrada en la demanda (página 2, disco compacto de folio 8, Archivo AC. POPULAR 2017-00173 CUADERNO 1), y sin que se hubiese explicado por qué no se considera suficiente, lo cierto es que la inadmisión y posterior rechazo también tuvieron asiento en la falta de suministro de la dirección en que el mismo demandante recibiría notificaciones personales, pues, para el Juzgado es insuficiente que se indique como tal, la sede del despacho judicial y ninguna otra, física o virtual, posición que, para esta Colegiatura, es razonable y no raya con lo absurdo o arbitrario. 
   



De manera que, la protesta sobre ese particular debe darse dentro del escenario natural, en lugar de acudir de manera directa a esta vía residual y subsidiaria; por ello, la cuestión deviene improcedente.
  



Finalmente, se absolverá a los demás citados al asunto, por no hallar de su parte trasgresión alguna de los derechos del demandante.

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara IMPROCEDENTE el amparo solicitado por Mateo Mesa, frente al Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal.
Se absuelve a las entidades citadas de oficio a este trámite.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                     DUBERNEY GRISALES HERRERA
 
� Sentencia C-543-92


� Corte Constitucional, sentencia T-103 de 2014 
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